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La Asociación de Usuarios de la Comunicación 

La ASOCIACION DE USUARIOS DE LA COMUNICACIÓN (AUC) es una organización independiente, sin ánimo de lucro, 

constituida al amparo de lo previsto en la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Se encuentra inscrita en el Registro Estatal de Asociaciones de Consumidores y Usuarios. Pertenece al Consejo de 

Consumidores y Usuarios (CCU).

La AUC cuenta con más de 11.000 asociados, un gran número de simpatizantes y una amplia presencia social. Ello es 

indicativo del progresivo peso que los medios de comunicación están adquiriendo en nuestra vida cotidiana como el 

incremento de la oferta telefónica y audiovisual, el uso de Internet, el comercio electrónico, la digitalización y la convergencia 

tecnológica. Tanto por las oportunidades positivas que conlleva su desarrollo como por los riesgos de su utilización abusiva 

por parte de empresas, gobierno y grupos de presión.

En los últimos años, la actividad de la AUC se ha centrado en los siguientes objetivos:

 Vigilar el respeto a los derechos fundamentales y derivados reconocidos por la Constitución Española, entre ellos:

 • Derecho a recibir información veraz.

 • Derecho al honor y a la intimidad.

 • Derecho a la no discriminación por razones de sexo, edad o creencia.

 • Protección de la infancia y a la juventud.

 • Derecho de participación en la toma de decisiones públicas por parte de los consumidores organizados.

 Denunciar, consecuentemente, los posibles incumplimientos de las leyes que desarrollan estos derechos: Ley General 

de Publicidad,

 •  Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, Ley que incorpora la Directiva sobre la Televisión sin Fronteras,

 • Ley Orgánica de Protección de Datos Personales, etc.

 Desarrollar acciones en el campo de la educación, de la concienciación social, y de la creación de opinión: formación 

del profesorado de la ESO y de posgraduados en comunicación, publicidad y nuevas tecnologías; participación en foros, 

jornadas y debates; campañas de prensa, etc.

 Participar en organismos nacionales e internacionales de carácter consultivo en representación de los consumidores: 

Comité Económico y Social de la UE, Consejo Consultivo de la Agencia de protección de Datos, Consejo de Consumidores 

y Usuarios, Observatorio de la Publicidad, Grup d’Usuaris del Consell Audiovisual de Catalunya, Grupo Español de 

Comunicación de la UNESCO, etc.

En al ámbito de la publicidad, la AUC realiza anualmente el seguimiento y control de miles de anuncios, en todo tipo de 

medios y soportes. Como resultado de esta actividad se han modificado o cesado un gran número de campañas ilícitas.

También hemos conseguido diferentes sentencias judiciales, que pueden calificarse de “históricas” en relación a temas como 

la publicidad indirecta de alcohol y tabaco o las cláusulas abusivas en los folletos promocionales.
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El presente folleto ha sido subvencionado por el Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Agencia Española de Consumo, 
Seguridad Alimentaria y Nutrición. Su contenido es de responsabilidad 

exclusiva de la Asociación de Usuarios de la Comunicación.



¿Qué hacer?

La protección de los menores ante los contenidos in-
adecuados o ilícitos a los que pueden acceder a tra-
vés de Internet es objeto de preocupación desde muy 
diferentes ámbitos, desde los padres y madres y los 
educadores a las propias autoridades. 
Las peculiaridades de la red, por su carácter transna-
cional y por el altísimo volumen de de mensajes que 
almacena y difunde, no hace fácil aplicar normas positi-
vas que garantices esa protección, pero ello no significa 
que exista determinada normativa de aplicación:

La Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de Servicios de la Sociedad de 
la Información y de Comercio 
Electrónico

Artículo 8.1 
En caso de que un determinado servicio de la socie-
dad de la información atente o pueda atentar contra los 
principios que se expresan a continuación, los órganos 
competentes para su protección, en ejercicio de las fun-
ciones que tengan legalmente atribuidas, podrán adop-
tar las medidas necesarias para que se interrumpa su 
prestación o para retirar los datos que los vulneran. Los 
principios a que alude este apartado son los siguientes:
(…)
d) La protección de la juventud y de la infancia.
(…)
En la adopción y cumplimiento de las medidas de res-
tricción a que alude este apartado se respetarán, en 
todo caso, las garantías, normas y procedimientos pre-
vistos en el ordenamiento jurídico para proteger los 
derechos a la intimidad personal y familiar, a la protec-
ción de los datos personales, a la libertad de expresión 
o a la libertad de información, cuando estos pudieran 
resultar afectados.
En todos los casos en los que la Constitución y las 
leyes reguladoras de los respectivos derechos y liber-
tades así lo prevean de forma excluyente, sólo la auto-
ridad judicial competente podrá adoptar las medidas 
previstas en este artículo, en tanto garante del derecho 
a la libertad de expresión, del derecho de producción 
y creación literaria, artística, científica y técnica, la liber-
tad de cátedra y el derecho de información.
2. Los órganos competentes para la adopción de las 
medidas a que se refiere el apartado anterior, con el 
objeto de identificar al responsable del servicio de 
la sociedad de la información que está realizando la 
conducta presuntamente vulneradora, podrán reque-
rir a los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información la cesión de los datos que permitan tal 

identificación a fin de que pueda comparecer en el 
procedimiento. Tal requerimiento exigirá la previa au-
torización judicial de acuerdo con lo previsto en el 
apartado primero del artículo 122 bis de la Ley regula-
dora de la Jurisdicción contencioso-administrativa. Una 
vez obtenida la autorización, los prestadores estarán 
obligados a facilitar los datos necesarios para llevar a 
cabo la identificación.

Artículo 11
1. Cuando un órgano competente hubiera ordenado, 

en ejercicio de las competencias que legalmente 
tenga atribuidas, que se interrumpa la prestación de 
un servicio de la sociedad de la información o la 
retirada de determinados contenidos provenientes 
de prestadores establecidos en España, y para ello 
fuera necesaria la colaboración de los prestadores 
de servicios de intermediación, dicho órgano podrá 
ordenar a los citados prestadores que suspendan el 
correspondiente servicio de intermediación utiliza-
do para la provisión del servicio de la sociedad de la 
información o de los contenidos cuya interrupción 
o retirada hayan sido ordenados respectivamente.

 (…)
3. En la adopción y cumplimiento de las medidas a que 

se refieren los apartados anteriores, se respetarán, 
en todo caso, las garantías, normas y procedimien-
tos previstos en el ordenamiento jurídico para pro-
teger los derechos a la intimidad personal y familiar, 
a la protección de los datos personales, a la libertad 
de expresión o a la libertad de información, cuando 
estos pudieran resultar afectados.

 (…)
4. Las medidas a que hace referencia este artículo se-

rán objetivas, proporcionadas y no discriminatorias, y 
se adoptarán de forma cautelar o en ejecución de las 
resoluciones que se dicten, conforme a los procedi-
mientos administrativos legalmente establecidos o a los 
previstos en la legislación procesal que corresponda.

Artículo 13
1. Los prestadores de servicios de la sociedad de la 

información están sujetos a la responsabilidad civil, 
penal y administrativa establecida con carácter ge-
neral en el ordenamiento jurídico, sin perjuicio de lo 
dispuesto en esta Ley.

Artículos 16 y 17 
Los prestadores de servicios de intermediación consis-
tentes en albergar datos proporcionados por el desti-
natario de este servicio, o que faciliten enlaces a otros 

¿Qué hacer?
Ante la variedad de normas aplicables y de vías de actuación, puede presentar sus quejas ante la 
ASOCIACIÓN DE USUARIOS DE LA COMUNICACIÓN (reclamaciones@auc.es) y nosotros ana-
lizaremos cuál es la actuación más adecuada en cada caso, manteniéndole informado del resultado 
de la misma. 
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contenidos o incluyan en los suyos directorios o 
instrumentos de búsqueda de contenidos, no serán 
responsables por la información a la que dirijan a los 
destinatarios de sus servicios, siempre que:
a) No tengan conocimiento efectivo de que la ac-

tividad o la información almacenada es ilícita o 
de que lesiona bienes o derechos de un tercero 
susceptibles de indemnización, o

b) Si lo tienen, actúen con diligencia para retirar los 
datos o hacer imposible el acceso a ellos.
Se entenderá que el prestador de servicios tiene 
el conocimiento efectivo a que se refiere el pá-
rrafo a) cuando un órgano competente haya de-
clarado la ilicitud de los datos, ordenado su reti-
rada o que se imposibilite el acceso a los mismos, 
o se hubiera declarado la existencia de la lesión, 
y el prestador conociera la correspondiente re-
solución, sin perjuicio de los procedimientos de 
detección y retirada de contenidos que los pres-
tadores apliquen en virtud de acuerdos volunta-
rios y de otros medios de conocimiento efectivo 
que pudieran establecerse.

2. La exención de responsabilidad establecida en el 
apartado 1 no operará en el supuesto de que 
el destinatario del servicio actúe bajo la direc-
ción, autoridad o control de su prestador, de que 
el proveedor de contenidos al que se enlace o 
cuya localización se facilite actúe bajo la dirección, 
autoridad o control del prestador que facilite la 
localización de esos contenidos.

Artículo 38.2
Se considera infracción muy grave el incumplimiento 
de la obligación de suspender la transmisión, el aloja-
miento de datos, el acceso a la red o la prestación de 
cualquier otro servicio equivalente de intermediación, 
cuando un órgano administrativo competente lo or-
dene, en virtud de lo dispuesto en el artículo 11.

Artículo 39
Se  establece para las infracciones muy graves multa 
de 150.001 hasta 600.000 euros, y la prohibición de 
actuación en España durante un periodo máximo de 
dos años en caso de reiteración en el plazo de tres 
años de dos o más infracciones muy graves. Tanto las 
infracciones graves como las muy graves podrán lle-
var aparejada la publicación, a costa del sancionado, 
de la resolución sancionadora en el «Boletín Oficial 
del Estado», o en el diario oficial de la Administración 
pública que, en su caso, hubiera impuesto la sanción; 
en dos periódicos cuyo ámbito de difusión coincida 
con el de actuación de la citada Administración pú-
blica o en la página de inicio del sitio de Internet del 
prestador, una vez que aquélla tenga carácter firme. 
Para la imposición de esta sanción, se considerará la 
repercusión social de la infracción cometida, por el 
número de usuarios o de contratos afectados, y la 
gravedad del ilícito

Vías de actuación contra la 
publicidad comparativa desleal:

Cualquier persona que considere que una publicidad 
conculca los anteriores principios puede dirigirse a la 
Asociación de Usuarios de la Comunicación (www.
auc.es) y presentar una queja. Desde AUC, en fun-
ción de la naturaleza de la misma podremos actuar :
•	Ante	 la	 autoridad	 administrativa	 competente,	 si	

cabe presentar denuncia a la luz de la normativa 
general de consumidores y usuarios.

•	Ante	 la	Asociación	para	 la	Autorregulación	de	 la	
Comunicación Comercial (Autocontrol), si cabe 
presentar reclamación por incumplimiento del Có-
digo de esta entidad.

•	Ante	 los	tribunales,	ejerciendo	la	acción	de	cesa-
ción para la que AUC cuenta con legitimación ac-
tiva, de acuerdo con la Ley General de Publicidad.


